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El proyecto de ley N° 11.714-07, conocido como “Sin consentimiento es violación”, 

modifica el Código Penal chileno, principalmente en materia de tipificación del 

delito de violación. El proyecto que ingresó la Cámara de Diputados en mayo de 

2018, se encuentra actualmente sin urgencia en segundo trámite constitucional 

en la Cámara de Senadores.

Este proyecto de ley es la respuesta en Chile de parte de la doctrina y de la nor-

mativa internacional en torno a la importancia de la consideración de la falta de 

“consentimiento” como elemento constitutivo de los delitos sexuales. En este sen-

tido, Kimberly Kessler Ferzan, abogada y filósofa estadounidense, ha realizado 

un análisis sobre la relación entre el poder y el consentimiento, entendiendo este 

último como una potestad normativa que puede ser ejercida sin necesidad de ma-

nifestación física1. A raíz de esto, parte de la doctrina entiende que este poder 

normativo posee como base la autonomía de la persona, siendo importante con-

siderarla en la regulación, por ejemplo, de los delitos sexuales.

1 Ferzan, Kimberly Kessler, “Consent, Culpability, and the Law of Rape” (2016). Faculty Scholarship at Penn Carey Law. 2329. Disponible 
en: https://scholarship.law.upenn.edu/faculty_scholarship/2329
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Esta corriente, junto con diversas sugerencias de distintos órganos internaciona-

les que serán expuestos a lo largo de esta minuta, han sido inspiración para que 

distintos países agreguen este elemento a su regulación en la materia. Un ejemplo 

de ello es el caso del Código Penal español que considera toda interacción sexual 

sin el consentimiento de la otra persona un modo de  agresión. Otro ejemplo es 

el caso de Suecia que postula que el sexo debe ser voluntario, si no lo es, es ile-

gal; además, y de forma similar a la regulación española, se considera cualquier 

acto sexual sin consentimiento como violación, respondiendo al cambio cultural 

de los tiempos actuales. Si bien ambos casos citados establecen como elemento 

constitutivo del delito la falta de consentimiento, no poseen en su legislación la 

definición de este concepto, lo que ha traído problemas prácticos por la confusión 

de casos de violación con agresión y acoso. Es por esto que, para efectos de esta 

minuta, se expondrán argumentos para la discusión de la incorporación de una 

norma que no solo regule la violación agregando el elemento del “consentimiento”, 

sino que también indicando la importancia de que este sea definido.

consentimiento

Siguiendo el ejemplo de los casos de derecho comparado anteriormente expuestos, 

es necesario actualizar nuestra legislación e incorporar la ausencia de consen-

timiento como elemento determinante del tipo penal de violación, es decir, la 

relación sexual sin consentimiento conllevaría estar frente a este delito. Esta ac-

tualización, junto con la ampliación del catálogo de acciones que son consideradas 

como constitutivas de violación, en la práctica tendría como resultado que las víc-

timas tendrían mayores posibilidades de buscar apoyo en la justicia y defender su 

libertad sexual ante tales situaciones.

Actualmente, en Chile se regula el delito de violación omitiendo el requisito de la 

falta de consentimiento y estableciendo sólo circunstancias de comisión. Esta re-

gulación establece modalidades de configuración del delito muy restrictivas que 

implican una carga probatoria muy grande para las víctimas y dejan fuera del tipo 

penal diversas circunstancias vulneratorias de la libertad sexual, y, por ende, de 

personas afectadas2.

Si observamos los estándares internacionales, la Comisión de Expertas (CEVI) del 

Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belem do Pará da cuenta que el 

consentimiento constituye un componente fundamental en casos de violencia 

sexual, instando a los Estados latinoamericanos a adecuar sus legislaciones para 

incluir este concepto como elemento constitutivo de los delitos sexuales, aquello 

“no solo para la comprensión del fenómeno, sino para la prevención de esta violencia, la 

sanción a los responsables y la reparación a las víctimas, así como para evitar la revicti-

2 Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará, Recomendación General del Comité de Expertas del MESECVI (No. 3): 
La figura del consentimiento en casos de violencia sexual contra las mujeres por razones de género (2021), p. 5. Disponible en: https://
www.oas.org/es/mesecvi/docs/MESECVI_CEVI_doc.267_21.ESP.RecomendacionGeneralConsentimientoSexual.XVIII%20CEVI.pdf 
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mización”3. En este contexto, la CEVI no sólo establece la importancia de incluir el 

consentimiento, sino que también de definirlo al momento de incorporarlo en 

las legislaciones, proponiendo para ello que sea entendido “como la capacidad de las 

mujeres de indicar su voluntad de participar en el acto. Este concepto constituye la distin-

ción entre un acto consensuado y un acto de abuso o violación”4. A su vez, alerta en que 

dicha figura ha sido utilizada como mecanismo de exculpación del/los responsable/

es, así como también de estigmatización hacia la víctima5. 

La falta de definición de consentimiento en el nuevo delito de violación podría 

devengar en la presencia de una ley penal en blanco, si es que dicha omisión se 

deja al arbitrio de otra ley o autoridad administrativa. Esto quiere decir que, en la 

práctica, el espíritu de este proyecto de ley podría diferir al de aquel que le dé de-

finición al concepto de consentimiento, pudiendo resultar en regulación potencial-

mente más restrictiva o contraria a la intención de este boletín.

El pronunciamiento de órganos internacionales sobre la materia dice relación con 

que las regulaciones penales de la región relacionan la falta de consentimiento 

principalmente con el uso de la fuerza o la violencia física, representando una vi-

sión limitada de la conceptualización y, en definitiva, de lo que se entiende por el 

ejercicio de la libertad sexual6. En este sentido, la ONU también manifiesta preo-

cupación por aquellas regulaciones que, al dotar de contenido normativo al delito 

de violación, lo hacen exigiendo el uso de la fuerza y la violencia en lugar de la falta 

de consentimiento7. Por ello, se resalta la importancia de que las legislaciones 

nacionales logren plasmar la diferencia entre actos no consensuados y actos de 

libertad en el ejercicio de la sexualidad, debiendo “definir el consentimiento como 

una aceptación inequívoca y voluntaria”8. 

Un caso ilustrativo de lo señalado es “Angulo Losada vs. Bolivia”, en el cual la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) analizó el caso de una adoles-

cente, víctima de reiterados delitos sexuales a manos de un miembro del círculo de 

confianza de la familia. Si bien, en este caso, durante los momentos en que ocurría 

el delito la víctima no sufrió coacción, fuerza o intimidación de parte del agresor9, 

si existía una posición de poder del mismo frente a la víctima que requería que el 

caso fuera analizado bajo una perspectiva de género y niñez10. La Corte IDH consi-

deró fundamental que los Estados incluyan en sus legislaciones internas ciertos 

elementos para determinar la ausencia del consentimiento en un acto sexual, 

tales como: “(a) el uso de la fuerza o la amenaza de usarla; (b) la coacción o el temor a 

3 Ibid., p.5.
4 Ibid., p.5.
5 Ibid., p.5.
6 Ibid., p.25.
7 Naciones Unidas, Asamblea General. “El estudio a fondo del Secretario General sobre todas las formas de violencia contra la mujer” 
(2006), p. 91 Considerando 277. Disponible en:  https://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/SGstudyvaw.htm#more    
8 ONU Mujeres, Centro Virtual de Conocimiento para Poner Fin a la Violencia contra las Mujeres y Niñas, “Legislación/Consentimiento”, 
(2011). Disponible en:  https://www.endvawnow.org/es/articles/469-consent.html 
9 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Angulo Losada vs. Bolivia, Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sen-
tencia de 18 de noviembre de 2022. 
10 Ibid., párr. 121.
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la violencia o a las consecuencias; (c) la intimidación; (d) la detención y/o privación de la 

libertad; (e) la opresión psicológica; (f) el abuso de poder, y (g) la incapacidad de entender 

la violencia sexual”11.

Es importante recalcar que la legislación de Bolivia, al momento de producirse la 

comisión del delito, era bastante similar a nuestra legislación actual, y, motivados 

por el caso anteriormente referido, en el año 2013 aprobaron la Ley Integral para 

Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia, que incluyó al delito de viola-

ción la expresión “actos sexuales no consentidos”12. Es por esto que resulta relevante 

hacer hincapié en que la ausencia de una oposición verbal y/o física no significa 

que se esté prestando el consentimiento, sino que por el contrario, ante la ausen-

cia de una manifestación positiva de voluntad, se entenderá que no existió consen-

timiento, lo que implica más posibilidades de defensa en caso de que la víctima se 

encuentre  ante esta situación.

Como es posible vislumbrar, las legislaciones no deben ser restrictivas en mate-

ria de consentimiento sexual, entendiendo que los casos de violencia y abuso no 

se dan únicamente en contextos de fuerza o riesgo de vida, sino que son frecuentes 

en contextos donde el agresor ostenta una posición de poder. Sobre lo señalado, 

resulta relevante que las normativas se adapten a las transformaciones culturales 

asociadas al consentimiento, que han evolucionado desde la exigencia de fuerza fí-

sica como expresión de falta de consentimiento, pasando por la resistencia verbal 

de la víctima, hasta la exigencia de un consentimiento afirmativo por esta última.

A este respecto, el “Primer Informe Salud Sexual, Salud Reproductiva y Derechos Huma-

nos en Chile”13 de Corporación Miles, señala que, entre los años 2001 y 2003, el tipo 

de vínculo de ejecutores del delito de violación lo lideran conocidos y familiares de 

las víctimas. Dicho informe señala “según CAVAS Metropolitano, de un total de 1.347 

casos ingresados por violacion durante los años 2001 a 2003 en donde se establece el 

vínculo de la víctima con el agresor, un 89% son personas cercanas a la víctima, conocido 

o familiar, mientras que sólo un 11% serían personas desconocidas por la víctima”14. Esta 

cifra es confirmada por encuestas de años recientes realizadas por el Centro de 

Investigación del abuso y la adversidad temprana (CUIDA) de la Pontificia Univer-

sidad Católica de Chile y la Fundación Para la Confianza, en la cual se caracteriza al 

agresor sexual de las personas encuestadas en un 77% como un conocido o fami-

liar, mientras que un 24% resultaba en una persona desconocida para la víctima15. 

En tales circunstancias, podría no existir coacción, fuerza o amenazas, pero sí 

falta de consentimiento como consecuencia de relaciones de poder dadas por 

el vínculo de confianza, jerarquía e incluso de dependencia que la víctima man-
11 Ibid., párr. 147.
12 Ley N° 348, de 2013. Ley Integral para Garantizar a las Mujeres una Vida Libre de Violencia. Asamblea Legislativa Plurinacional de 
Bolivia, 9 de marzo de 2013. 
13 Informe Corporación Miles, p. 9 tabla N°5. 2019. Santiago, Chile. 
14 Ibid.
15 CUIDA, Primera encuesta nacional de abuso sexual y adversidades en la niñez, 2022. Disponible en: https://www.paralaconfianza.org/
wp-content/uploads/2022/10/Resultados-Primera-Encuesta-ACEs-Centro-CUIDA.pdf 
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tiene con su entorno y con el agresor. Si bien, este último punto está contempla-

do en nuestra legislación actual con el delito de estupro, se encuentra restringido 

únicamente a víctimas menores de 18 años, por lo que aquellas que sobrepasan di-

cha edad quedan desamparadas por la norma. Lo mismo ocurre en incontables de-

nuncias por violencia intrafamiliar en la que las denunciantes dan cuenta de claras 

situaciones de violencia sexual como consecuencia de la dependencia económica 

con sus agresores, señalando que el agresor no les entregaría dinero para el man-

tenimiento de los/as hijos/as en común o para el hogar, si es que ellas no accedían a 

mantener relaciones sexuales con ellos. 

En consecuencia, es relevante no sólo que el consentimiento sea definido en las le-

gislaciones nacionales, sino también que la falta de aquel no sea plasmado de ma-

nera restrictiva, equiparándolo únicamente con el uso de la fuerza o violencia físi-

ca. Para ello, resulta recomendable que las normativas consideren otros elementos 

que den cuenta de la falta de consentimiento, tales como que el consentimiento no 

puede inferirse de ninguna palabra o conducta de la víctima no afirmativa, o consi-

derar si ciertos factores -fuerza, amenaza, coacción, aprovechamiento del entor-

no- han disminuido su capacidad para prestar el consentimiento, o si se encuentra 

imposibilitada para prestarlo. Así también, no es posible inferir el consentimiento 

del silencio de la víctima, de la falta de resistencia, o cuando existe una relación de 

poder y temor a las consecuencias16.   

De todas maneras, y en complemento de lo señalado, es relevante también con-

siderar que la influencia y/o presión del círculo familiar que posean dinámicas de 

“pacto de silencio patriarcal”17 puede constituir un desincentivo para las víctimas de 

denunciar agresiones sexuales ejercidas por miembros de la familia, puesto que, 

de hacerlo en esta dinámica, serían las mismas víctimas quienes quebrarían las re-

laciones familiares, exponiéndose a situaciones de riesgo. Además, dicha situación 

se complementa con la falla de la justicia e impunidad que rodea los procesos judi-

ciales por delitos sexuales, que permite perpetuar el espiral del silencio18. Por ello, 

los cambios normativos deben ir acompañados de medidas de protección para las 

víctimas e investigaciones penales imparciales, requiriendo para ello eliminar todo 

tipo de discriminaciones y estereotipos en los procesos, e incluir una perspectiva 

de género19 en la investigación y fallo.

16 Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará, “Recomendación General del Comité de Expertas del MESECVI (No. 3): 
La figura del consentimiento en casos de violencia sexual contra las mujeres por razones de género” (2021), p. 31-32. Disponible en: https://
www.oas.org/es/mesecvi/docs/MESECVI_CEVI_doc.267_21.ESP.RecomendacionGeneralConsentimientoSexual.XVIII%20CEVI.pdf.
17 El pacto de silencio patriarcal es definido por la colectiva feminista mexicana Las Brujas del Mar como “una alianza basada en la 
complicidad y el silencio, donde los hombres se protegen, legitiman y excusan sus actitudes y acciones misóginas, sexistas y homofóbicas”. 
Disponible en línea en: https://www.eluniversal.com.mx/nacion/que-es-el-pacto-patriarcal/ 
18 Vid., ALEMANY KÖNIG, Milena (2022). Proyecto Violencia de género en dictadura: Análisis desde los testimonios de mujeres del 
Archivo FASIC (Santiago, Fundación de Ayuda Social de las Iglesias Cristianas), p. 7-8.
19 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso González y otras (“Campo Algodonero) vs. México, Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas (2009), párr. 455.
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ive

La actual Ley N° 21.030 (Ley IVE) despenaliza la interrupción voluntaria del emba-

razo en tres causales, siendo la tercera causal cuando el embarazo es resultado de 

una violación. 

La interpretación literal del numeral indica que sólo el delito de violación, con sus 

circunstancias reguladas en el artículo 361 del Código Penal en mayores de 14 

años, legitiman a la víctima para acogerse a la Ley IVE en caso que el delito resul-

te en un embarazo. Lo señalado implica un problema de nuestra legislación actual, 

al dejar fuera a todas aquellas víctimas que resultan embarazadas producto de 

un hecho de violencia sexual, pero que no se encuentran contempladas en la 

norma, ya sea por la interpretación restrictiva que reciben las circunstancias con-

templadas en los numerales del artículo 361 del Código Penal o porque la conducta 

sexual queda enmarcada en el delito de estupro, no considerado en la Ley IVE.

El boletín tratado en esta minuta viene a hacer frente esta problemática, puesto 

que amplía considerablemente las circunstancias vinculadas con el delito de viola-

ción, agregando, además, todas aquellas contempladas actualmente en el delito de 

estupro —sin diferenciación de edad—, actualizando nuestra legislación penal para 

que posea mayor concordancia con los estándares internacionales en la materia. 

La fusión del delito de violación y de estupro, así como también una definición me-

nos restrictiva de las circunstancias que acompañan el delito, ampliaría el ámbito de 

aplicación de la Ley IVE, conllevando a que una mayor cantidad de víctimas puedan 

optar a un derecho que, en la práctica, disminuye de manera fundamental las con-

secuencias del delito y permite un pleno ejercicio de su autonomía reproductiva.

dificultades probatorias que se recomienda considerar en el proyecto de ley

Para la configuración del delito de violación se requiere que el acceso carnal haya 

sido perpetrado bajo circunstancias específicas: mediando fuerza o intimidación, 

que la víctima se halle privada de sentido, o cuando se aprovecha de la incapaci-

dad para defenderse o se abusa de su enajenación o trastorno mental. Aquello 

tiene como consecuencia que el delito de violación no penaliza a quien lleva 

cabo una relación sexual no consentida, sino que castiga que el victimario se 

aproveche de ciertas circunstancias específicas —que vician el consentimien-

to— para lograr llevar a cabo esta relación sexual, las cuales, al ser tipificadas e 

interpretadas de manera restringida limitan considerablemente la investigación y 

sanción de este tipo de ilícitos. Por ello, y a fin de no restringir el ámbito de aplica-

ción del delito, es importante establecer que la lista de circunstancias estable-

cida por la norma no es taxativa, sino que más bien constituyen una presunción 

de falta de consentimiento.
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Sumado a lo anterior, las víctimas también se enfrentan a un elevado estándar pro-

batorio conocido como “más allá de toda duda razonable”, consagrado en el artículo 

340 del Código Procesal Penal, que constituye una carga desproporcionada para 

las víctimas de estos procesos penales, y también las deja en indefensión cuando 

se enfrentan a situaciones que igualmente implican que su consentimiento se en-

cuentra viciado, pero la conducta no se condice de manera absoluta con los medios 

de comisión del delito. Esto omite las circunstancias especiales que envuelven el 

contexto comisivo histórico de esta clase de delitos, esto es: comisión en lugares 

privados, victimarios miembros del círculo de confianza y familiar de la víctima, vic-

timización secundaria de la víctima por parte de la sociedad, las instituciones y el 

Estado, dificultades de contar con pruebas biológicas, entre otros. Esta carga, gene-

ra un desincentivo adicional en las víctimas de denunciar delitos sexuales, quienes 

por diversas razones demoran en promedio 7 años en hacerlo20. A este desincentivo 

se le suma el bajo porcentaje de causas por delitos sexuales que llegan a judiciali-

zarse: según el Ministerio Público, desde el año 2015 al 2022 hubo 27.478 causas 

por violación y estupro que terminaron en archivo provisional, de las cuales 12.047 

(cerca del 48%) son delitos cometidos contra menores de edad21, junto a ello, 2.679 

causas por violación y estupro en las que el Ministerio Público utilizó su facultad de 

no iniciar la investigación.

Respecto a este punto, resulta importante destacar la preocupación manifestada 

por el CEVI, sobre los altos índices de violencia sexual versus la escasa judicializa-

ción de estos casos22, así como también con respecto a los estereotipos de género 

que inciden en la investigación y en los procesos23. En ese sentido, resulta funda-

mental establecer en nuestro sistema penal y procesal penal un estándar de 

convicción probatoria diferenciada para los delitos sexuales, tomando en cuen-

ta que la violencia sexual “se comporta con patrones distintos a los de delitos comunes” 

y se caracteriza por elementos que dificultan la obtención de un amplio listado de 

pruebas24. Por tanto, consignar estándares que sólo elevan la carga probatoria de 

la víctima, implica una ausencia de enfoque de género y una afectación al principio 

de igualdad, al presentar una mayor dificultad en el otorgamiento de diversos me-

dios probatorios25.  

Al respecto, la Corte IDH en el caso “Penal Castro Castro vs. Perú”, en referencia a los 

estándares probatorios, ha valorado el testimonio de las víctimas como prueba “ne-

20 Cooperativa, “Sernam: Mujeres se demoran hasta siete años en denunciar la violencia de género”, 18 de noviembre de 2009 (fecha de 
consulta: 05 de mayo de 2023) Disponible en: https://cooperativa.cl/noticias/pais/policial/femicidio/sernam-mujeres-se-demoran-hasta-
siete-anos-en-denunciar-la-violencia-de/2009-11-18/130618.html 
21 Carta DEN LT N° 245/2023, 12 de abril de 2023. Disponible en: https://drive.google.com/file/d/13EoQ7zxbguiNST61n9IXbT_dNo-
V88RME/view 
22 Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará, Recomendación General del Comité de Expertas del MESECVI (No. 
3): La figura del consentimiento en casos de violencia sexual contra las mujeres por razones de género (2021), p. 3. Disponible en: https://
www.oas.org/es/mesecvi/docs/MESECVI_CEVI_doc.267_21.ESP.RecomendacionGeneralConsentimientoSexual.XVIII%20CEVI.pdf 
23 Ibid., p.3-4.
24 Rivas y Faundes, (2020), “¿»Ver para creer» o «yo te creo»? Sobre estándares probatorios y perspectiva de género en delitos sexuales a 
la luz de un caso reciente de impacto nacional, (fecha de consulta: 27 de abril de 2023). Disponible en: https://www.diarioconstitucional.
cl/articulos/ver-para-creer-o-yo-te-creo-sobre-estandares-probatorios-y-perspectiva-de-genero-en-delitos-sexuales-a-la-luz-de-un-
caso-reciente-de-impacto-nacional/ 
25 Ibid
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cesaria y suficiente” en la determinación de los hechos26. Posteriormente, en los casos 

“Rosendo Cantú y Fernández Ortega vs. México”, el Tribunal sostuvo que, en general, 

la violencia sexual se caracteriza por ocurrir en ausencia de testigos, y que dada la 

naturaleza de los hechos, no necesariamente se puede contar con antecedentes 

documentales o gráficas, siendo fundamental la declaración de la víctima27. Incluso, 

las reglas probatorias más sensibles en esta temática, reconocen el trauma que se 

origina de estos delitos y cómo aquello puede repercutir en ciertas imprecisiones 

en la memoria, lo cual no debiese afectar la credibilidad de las víctimas mientras lo 

anterior no tenga incidencia en aspectos sustanciales28. En aquellos casos en que las 

víctimas no sobreviven, como ocurrió en el caso “Masacres de El Mozote y alrededores 

vs. El Salvador”, la Corte IDH tuvo por probada la violencia sexual a partir del testi-

monio de un tercero, aún cuando no contaba con peritajes forenses ni documentos, 

permitiendo que el desarrollo de nuevos estándares propiciara un análisis favorable 

ante las violaciones sexuales perpetradas en el Mozote29. En este sentido, la juris-

prudencia del Tribunal recoge la idea de que las pruebas deben ser “apreciadas en su 

integralidad”30, y considera el contexto de violencia en el que ocurren para dar valor 

a los medios probatorios. 

Finalmente, sin perjuicio de lo indicado, lo cierto es que el proyecto de ley N° 11714-

07 no se hace cargo de la relevancia que tiene el establecimiento de un estándar de 

convicción probatoria diferenciada en delitos sexuales y, por tanto, su texto es sólo 

una manifestación de la respuesta punitivista que durante los últimos años ha teni-

do el Estado ante las problemáticas de género, las que no apuntan a la prevención y 

protección de las víctimas, sino que son más bien reactivas y no definitivas.

26 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de noviembre de 2006.
27 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, y Caso  Fernández Ortega y otros Vs. México, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010. 
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